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Sala Segunda Recurw de amparo número (/4/IQ84
.SentenCla numero IOJ/IYR4. de 1] de ,wwembre

la Sala Segunda del Tribunal ConstitUCIOnaL compuesta por
jon Je-rómmo !\ro7ameria Sierra. Presidente. )' don Francisco
~Ubl0 Uorente. don LUIs Djez-Picazo. don FrancIsco Tomás "
Vallellte. don 4.ntomoTruyol Serra y don FrancIsco Pera Verda"·
~ueT< MagIstrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la sigUiente

SENTENCIA

En el re-curso de amparo promovldo por dona Joaquma ('orento
G.arcia. rep~sentada por el Procurador don.luciana Rosch Nadal.
y baJo la' dlrecclón del I\bogado .don Javier Montoya Cuéllar.
:'espe>:1.0 de la sentencia de la MagIstratura de Trabajo número 5 de
'ievilla. desestlmatona de demanda'sobre compatibilidad de ,pen­
'Iones. y en el que ha comparecIdo el Ministerio Fiscal y. el
:nstltuto NaCIOnal de la Segundad Social. representado por' el
P'rocurador don Eduardo Morales Pnce. bajo la dirección del

, Letrado don Emilio RUI7 Jarabo. siendo ponente el Magistrado don
r"ranclsco Tomás)' Vahentt'. qUien expresa ef parecer de la Sala.

1. 'ANTECEDENTES

Pnmero.-Doña Joaquma ('orento García. debidamente repre·
sentada \- aSistida IIlh.·rpuSO recurso de amparo contra la sentencia
«In voce» numero 46. "dlt'tada por la Magistratura de Trabajo
número; de la~ de Sevilla t'1l autOS I484jlq83. De su demanda y
·1e la documentación adjunta se ¡jesprenden los sIguientes hechos.

, la aclDra. que venía percltHendo una pensión de lnvalidez con
'argo al SegUfO (mflj~a[(lno de -\~Jel e Invahdez (SOVI). solicitó.
11 prodUCirse el f8iI~íRllento deju e"pose que era penSiOnista del
{e:glmen' (Jl~r¡i;'fal de la Segundad SOClal. la percepclOn de una
lenslón de vluaedau. En resolunon del correspondiente expedlen·
e. la D-lreCnOI1 PmvIRclal en Sevilla del fNSS le comunicó por
~fi~lo de j~ de jt¡lm de' 1983 que tenía derecho a la pensión
;oltcttada con c"ilanlta mensual de 22.005 pesetas. pero Que el hecho
Je ser beneficians de la prestación de Invalidez del SOVI. hada Que
'uese aplicable el punto 2 de la'disposiclon transitoria qunda de·
a Ley de Seguridad Social de 20 de mayo de 1974. en vIrtud del
:ualla hoy demandante debia optar por una u otra pensión. por Jer
ncompatibles entre sí. Dona JoaqulOa ("orento García recurrió
omra el citado acuerdo y ante la denegación por silencio. dedUjO
lemandá contra el INSS. Que fue resuelta en su día por la sentencia
:ontra la que ahora pide amparo. ésto es la de la Magistratura de
frabaJo nimlero 5 de las de Sevilla. pronunciada «m voce» el 18
...~ enero de 1984 en los autos. antes citados.

La seme~cia Imp~gJ1:ada, contra la cual no cabia recurso alguno
<:egoll se Indica en el inCISO final de su faUo. comienza reconOCIendo
lU~ .I~ propia Magistratura «en otros supuest()s similares» al
.'njtm:13do ha mantenido el cnterio de la Slmultaneuiad entre
-,enSiOnes procedentes una del SOV) y otra del Reglmen General
le la Segundad" Social (RJSS). pero anade que no .. posible
nantener ese mIsmo enteno a panlT de sentencia del Tribunal
--entral de TrabajO como de la de IS-de noviembre de 1982 en
londe se aplica· estnetamente ~a norma de incompatibilidad
ontenida en la disposición transItoria 2,..... 2. de la LGSS»: en
rpoyo de este mismo criterio, la sentencia de Maglstratúra invoca
amh.en la STC, SlIla Segunda. de 26 de Julio de 1983 (STC
0/1 Q83. de 16 de 'julio. en «Boletín OfiCial del Estado.. de 18 de
l!.'.''l1O). Tras esta fundamentación la sentencia conduye con un
;iHo des.:sti.-natono. -

la demanda de amparo contiene un extenso «estudio histórico­
uruilco»..J.e ladisposicJón transitoria 2.a. 2. de la LGSS y de su
iplll:anÓn, EnHende'la represemaclCw procesal de la recurreme·que
a sentelll·¡a «m vace» ue la MagJstratura de Sevilla viola el derecho
:. la Igud¡:.:ad de doña Joaquma Corento Gareía. «en relación a
·uaulas persona~ anlenur!lJctHe }o coucurriendo en ellas los mismos
;Upl~éSloS htcu..:os hablan ¡ügff,,JO ohiener la compatibilidad de las
l('-n51Ones», porque la cltaíiil dIS¡;u'!'(,lon ha de IOterpretarse. desde
~ emra.da en vIgor de la <. 'ollstnO'.'lon. :a la luz de sus pnnciplos y
;e tOilformtdad en concreto con el artIculo 50 de la ConstitUCión
~Spañ013 f"S dectr. que el pnnClplO de Igualdad ha de interpretarse
~n el sen¡¡,jo mas favor'cible a la reahZ3CIOn de este objetiVO. En
·onse<.·uenc¡a sosl1ene-Ia recurrente que ha ildo victlma de un tralo
Ijs~nmlna!OnO dispensado por un órgano jUnsdlCClOnal sm la
:uhclente fundamentaclon Jundlca. <\uoque la recurrente reconoce
¡ue.Impugna la sentencia de la MaglstralUra. como esta ella a titulo
le fundamento JurídiCO la del Tribunal C~ntral de TrabajO de 15
le noviembre de 1Q82 razona tamblen contra esta }' CIfra su
jisentllTIlcmo en que la sentencia d~lrribunal C'entrai de TrabajO

no lOteroreta la disposición transItoria 2.a. 2. de la LGSS de
acuerdo con los anículos l J, Q.2.. 53.3 Y 50 de la Constitución.
FI,nalmente alega la actora Que la sentenCia de esta Sala 'de- 26 de
JuliO de ,1 Q83 no puede ser Invocada en este caso)" en contra de su
pretenslOn porque «los hecho~ de la misma son chsttntos y 510
relaclon_ que los vmcule con el supuesto fácuco» del caso presente.
En su -«peutum».sohclta la declaraclOn de nulidad de la sentencia
recurrtda ') la declaraClón de que dona Joaquma Corento Garcia
tiene «derecho al perCIbo Simultáneo de ambas prestaCiones», sin
estar obhgada a optar entre ellas. '

Segundo.-la Sección Cuarta acordó la admisión del recurso por
p~ovldencl8 de 7 de marzo de 1Q84 Y dio cumplimiento a lo
dlspuesto--en el articulo 51 de la LOTe Por ultenor proVidencia de
2 de mayo de 19~4 la mIsma Sección acordó acusar· reCIbo de las
aClUaClOnes Judluales recibIdas. tener por comparecIdo al INSS y
a~flr el tramite del aniculo 52 de la LOTC para alegaCIones con
vista de las ac1Uaclone~ por plazo comun para las partes.

En su breve escnto de alegaCIOnes la recurrente sIntetiza sus
antenores alegalOs } se ratdica in su «petitum».

Tercero.-El Ministerio Fiscal. después de'destacar la Justifica­
cibn aportada por la sentencIa de MagIstratura para modificar su
crneflO y exponer el contenido de la doctnna del Tribunal Central
de Trabajo. lleva a cabo un análisis de la evolución legJslatlva y
junsprudeneIal sobre la compatibilidad de las pensiones del Seguro
Obligatorio de Vejez e Invalidez.. - .

Habiendo existido varios cnterios en la jurisprudencia laboral.
entre las se-ntenrlBS más recientes pueden extraerse las siguientes'
afirmaclunes: 1) la,penslón a cargo del SOVI ha quedado como una
pe-nslon reSidual para aquellos trabajadores que carecen de otra
prestacIón: 2) el mantemrnlento de la ·penslón SOVI sólo tieJfe por
objeto favorecer a qwenes estuviesen afiliados a dicho sistema y no
tengan acceso a pensión alguna de los distintos regímenes de la
Segundad SOCial: 3) fa incompatlbilidad,entre las pensIOnes de
vejez y VIUdedad fue decretada en la dIsposIción transitoria 2.a; de
la Ley de 21 deJunio de 1972 y'de la Ley de Seguridad SOCial De
ello deriva que la sentencia del Tribunal Central de TrabajO de 15
df nQviembre de 1?82 en la que se apoya la sentencia Impugnada.
no se aparta del enterío manteOldo en supuestos simllares.

Panlendo del principio de que la interpretación y aplIcación 'de
las- normas efectuada por la jurisdiCCión ordinaria, sólo puede ser
desvirtuada por este Tribunal si vulnera derechos o libertades
fundamental~ el Mirtisteno Fiscal~uma Que prQCede estudiar si
la mterpretaclón de la -diSpoSICIón transltori~ 2.a• 2, de la Ley
General de la Segundad Social .. eontrana al derecho de igualdad,
Si se atiende a la evolucu)n legislativa resulta que la demandante
hubiera podido percibir las dos pensiones cuya compatibilidad
ahora se le niega, si Su marido hutnera fallecIdo con anterioridad
al 1 de enero de 1967. Esta desIgualdad no es. sin embargo.
dlscrimlOatoria, pues el Fiscal del Estado estima aplicable la
doctrina !entada por este Tribunal en su sentencia de 26 de julio
de 1983. con arreglo a la cual. el tratamIento diferenCiado Que hace
el legtslador no puede reputarse- eQUlvalente a una conSIderaCIón
di!'ltínta de situaciones iguale!; SIn mas motivación que la dlterenna
de fecha.

De lo expuesto se deriva que la sentencia «in vace» de la
MagIstratura de Trabajo numero S de Sevilla. de 18 de enero de
1984. no vulnera el principio de. igualdad ante la Ley. ya que el
t~to ~~verso que se otorga a la recurrente se deriva del cambIO de
sltuac,lOn motivado por la entrada en vigor del Régimen de la
Seg~lndad SoCial de 1 de enero de 1967. y no vulnera el prinCipio
~ Ig~aldad en la aplicación de la ley. por estar su. cambiO de
crrtefl~ ~ollvado por las más reCientes sentencias del Tribunal
ConstitucIOnal y del Tribunal Central de Trabajo.

Cuarto.-EI ~uradordon Eduardo Morales Price. en nombre
del Instttuto NaCIOnal de la Segundad SOCIal. expone en su escnto
de alegaCIOnes que.la tendencia del derecho transitono -como lo es
la ~ISposlcl0n transitoria 2.<1. 2. de la ley General de la Segundad
SOlcl~l~ .~. sin olvidar la, protecclon de los derechos en curso de
adqUlslclon. cancelar las !ltuaclOnes pasa·das absorblendolas en las
reguladas en la normativa postenor. con el fin de evitar la
perv~viencja de regímenes paraleJos. y si no fuera poSible evitar la
duphcldad de aseguramientos que puedan llegar a concretarse en
dlfe.rentes,pensJOnes. arbitrando las oportunas opcIOnes entre ellas,
de .Igual forma como ocurre en el derecho sustanuvo en Que el
art1Culo 9.1 de la Ley General de la Segundad Soc.lal eSlablece la
IOl'ompattblhdad, de pensIones salvo que dlsposlclOn expresa dIS­
ponga le:> contrano. Todo ello responde a un mIsmo espmtu: la
raCl,?nahzactOn del sIstema de Segundad Secta" constituyendo el
plur,lpenslOmsmo una excepción que va en contra de aquél y debe
ser Interpretado restnctlvamente,

De la devolUCión del derecho positivo SE: desprende ql,le el
prinCipiO general de Im:ompallblhdad tiene una prugreslva Implan­
1a\ IOn. tendente a que cada persona se beneficie de una sola
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pensión: el hecho de que esta Incompatibilidad se aplique más o
menos rigldalmnte por razón del tiempo o del sector de que -se
trate. tiene la misma Justificación que el hecho de que la cobertura
personal u objetiva de la Segundad Social sea diversa y progreSIva.
y aSI SUCedIÓ en este caso en que la Ley de. 1%6 permitía
compatlbdlzar la pensión del SOVI con la causada en cualquiera de
los Reglmehes de la Segundad Social. Ello no es di.scnmmatorio
por fundarse en normas sucesivas que han regulado la materia de
modo dIverso.

SI la IOcompatibilidad encuentra su justificación en la raclOnali·
laClón del sistema de la Seguridad ,Social. la concreta entres las
pensIOnes del SOVI y del actual sistema encuentra una nueva
justificaCIón. pues debido a las distintas condicIOnes exigi~as para
causar pensión. e~ uno 'jotro y al C?~puto ~ las cotIzaCIOnes al
SOVI para el RégImen General. podna produCIrse una sobrevalora­
ción de aqu~lIas cotizaciones que causarían simultáneamente dos
pensIOnes.

Quinto.-La Sala. por providencia de 4 de julio señaló para la
deliberaCIón y votación de este recurso el día 31 de octubre de
1984.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-La demanda de amparo formulada por doña Joaquina
CorentoGarcia. que Impugna la sentencia «in voce»dictada el día
18 de enero de 19~ por la Mag¡stratura de Trabajo número 5
Sevilla. por presunta vulneración del principio de igualdad recono­
cido en el articulo 14 de Ja Constitución Española. lo hace por
entender que dicha Magistratura ha modificado su criterio anterior

,Sin causaoque lo justifique. pero también IXH'Que. como consecuen­
cIa de su resolución. la demandante ba resultado discriminada
frente a otros pensionistas que,. en Iguales cimmstancias que' eIJa
obtUVIeron la compatibilidad de las prestaciones procedentes del
SOVI oon la de viudedad procedentes de cualquiera de los
regimenes integrantes del actual. sIstema de la Seguridad Social.

('on eIJo. se están denuncumdo dos ·lOftacciones diferentes SI
bien urndas por la común apoyatura constitucionalen eJ derecho de
igualdad. La primera consiste en la desigualdad en la aplicación de.
Ií! Ley por un mismo órgano judicial Y' se imputa lógicamente a la
aduación de la Magistratura de Trabajo; la segunda se trata de una
desigualdad ante la Ley entre distlOt05 sujetos pensionistas del
SOVI y. pese a lo afirmado en la..demanda. sólo puede achacarse
a la resolución del Instituto Nacional de la Segundad Social. pues
es esta la que exigió la opción entre pensiones que consideró
incompatibles. limitándose la MagIstratura de Tramijo a considerar
ajustada a derecho tal remisión.

Segundo.-En reiteradas ocasiones ha expuestos esté. Tribunal
que el pnnClpio de igualdad. reconOt'ldo en el articulo 14 de la
Constitución no abarca sólo la Igualdad ante la Ley. smo ta.mbién

- la Igualdad en la aplicación de la Ley. 10 que implica que un mismo
órgano .no puede modificar arbitrariamente el sentido de sus
deCISiones en casos sustancialmente iguales)' que cuando el órgano
en cuestión considere que debe apartarse de sus precedentes tiene
que ofrecer para ello una fundamentación suficiente y razonable
(sentencIas numeros 4911982. de 14 de julio. «Boletín Oficial del
Estado» de 4 de agosto: 5211982. de 22 de julio. «Boletin Oficial del
Estado» de 18 de agosto; 211983, de 24 de enero. «Boletin Oficial
del Estado» de'U de febrero: 6011984. de 16 de mayo. «Boletin
Oficial del Estado» de 19 de junio; 63/1984. de 21 de mayo.
«80letin Oficial del ESlad"" de 19 de junio: 6411984. de 21 de
mayo. «Boletin OfiCIal del Estado» de 19 de junio. y 78/1984. de
9 de julio. «BolellO Oficial del Estado» de 30 de julio). En el
presente caso es cIeno Que el MagistrdGo de TrabaJO. como expone
en su sentencia. habla mantemdo con antenondad el coterio de
reconocer el derecho a la percepclOn Simultanea de las dos"
pensiones: pero también lo es Que el cambIO de critenose declara
expresamente motivado en la doctrina del Tribunal Central de
Trabajo mamfestada en sentenCias como la de J5 de nOViembre de
19~2 que aplica estrictamente la regla de IOcompattb:)ldad conten¡­
da en la disposición transltOrta 2.d 2. de la Ley General de la
Segundad Social. LeJOS. pues. de constllulr una modificarion
arhurana, el cambio de enteno apare(.'e suficleN.c )' razon~bkmen~
te fundé~.mentadoen recJentes pronunCIamientos del orgal.10 JudIcIal
tupenor.•

Tercero.-ta eXlgenna de opelO), entre la nenslón de mvahde7
del sqvl que \lema dlsf1·utando la d~llio.ndame )' la de vludeaad
del Reg.¡men General de la St.'gundad Soual que ahora se le
fer-onoce. denva. segun exponen tanto la resolUClon de la DlrecClon
Provmclal dt" Sevilla del lnstlluto !\,¡anonal de la Segundad SOCial
~mo la sentencia de la Maglstralura de r rahu.lO numero 5 de
&t;'lI:lla ~Iudad, de! punto 2 de la dlSposH:lUn transitoria segunda de
lB Ley (1l"lwral de la Segundad SOCIal de 30 de mayo de 1974. con
811C'glc d 1<.1 "-uaJ 4Ul~Ué::t éD ¡ ~ ~héjl"l \k J'iól ,v\'lt~ü ~ublCnQ

el periodo de cotización eXIgIdo por el extinguido Seguro. de Vejez
e Invalidez. conservaran el derecho a causar sus prestacIOnes con
arreglo a las condIciones eXigidas pOr su legislaci?n. «siempre que
los interesados no tengan derecho a mnguna penslOn a cargo de los
reglmenes que IRtegran el sistema de la Seguridad Soctal».

La demandante cuestIOna la interpretación de esta dispoSICIón
conducente a la dedaración dí" incompaubilidad absoluta. enten­
diendo Que la Ley sólo proscribe la compatibilidad con pensiones
de igual carácter -vejez o mvalidez- -pero no con I~ .d~ viud~d.
y trae en su apoyo no sólo los resultados de un anahsls evolutivo
de la legislación sino tambu~;n dIversos pronunciamientos del
Tribunal Central de TrabajO que así 10 hablan declarado con
amerioridad. . .

Esta alegación no puede' prosperar. En la interpretación de la
disposición transi~oria. 2.a• 2. de la Ley General de la Seguridad
Social no aparece Imphcado problema alguno relativo a un derecho
fundamental susceptible de amparo Que faculte a este Tribunal para
corregir la efectuada por los órganos aplicativos del Derecho. pues
el alcance de la compatibilidad o incompatibihdad· de pensiones
declaradas por la Ley constituye- cuestión de mera legalidad. en
relación con la cual ni SIquiera cabe invocar los anículos 41 y SO
de. la Constitución para obtener detemunada interpretación. toda
vez que la su!icien~ia' de prestaciones ,que establecen dichos
preceptO& 01 eXIge m guarda relación con la compatibilidad que
aquí se reclama.' ,

No es. en realidad. el alcance de la incompatibilidad el objeto
de este recurso de amparo, sino la presunta desigualdad motívada
por el hecho de-que a la demandante se niega una compatibilidad
que a otros sujetos se ha reconocido. y, según se afirma en la
dema'nda. sin modificación normativa que lo justifique.

La incompatibilidad entre pensiones del Seguro Obligatorio de
Vejez e Invalidez y las derivadas de los regímenes del sistema ~e

Segundad Social no existe en la primitiva Ley de Seguridad SOCIal
de' I q66~ Siendo la Ley de Financiación y 'Pedcccionamiento de la
Acción Protectora del Régimen General de la Seguridad Social de
21 de junio de 1972 la Que la introduce mediante una fórmula Que
se reproduce en la Ley General de la Seguridad Social de 1974
aplicada al caso de autos. La incompatibilidad es, pues. el resultado
de una modificación normativa que, contt>fme ha tenido ya
ocasión de declarar este Tribunal en su ~tencia número .70jI983.
de 26 de julio («Bolctin Oficial del Estado» de 18 'de agosto) no
puede hacerse equivaler a una desigualdad de trato temporal pues
no es el tran~rso. del tiempo el Que origina la diferenCIa de
régimen sino una' sucesión de normas que responden a principIOS
y condiciont"S ~Iversas.

Es cieno Que. vigente ya la Ley de 1972 -y la posterior de 1974­
existen diferentes y sucesivas mterpretaciones de la incompatibili­
dad declarada. oorrespondieJ'l'up la pnmera a la que ahora propugna
la demandante. pero también lo es Que la misma fue modíficada
por los Trihunales del orden laboral con mucha anteriondad al
momento en que la actora sohcita y obtiene su penSión ímponien·
dosele la obligaCión de optar entre ella y la Que anteriormente
disfruta. SorneHda la actuadon administrativa a los criterios de
interpretacIón}' aplicaCión del derecho emanados de los Tribuna·
les. es el senudo de la norma vlgente en un momento determinado
el que debe gUIar su actuaclOn que. en la medida en Que difiera de_
la prodUCIda con anteriondad. encuentra en aqueHoscriterios su
justificaCión.

La pretendida equiParación en el momento' actual con quienes
fueron benefidados por un cnteno de tnterprctaclón de las normas
hace tiempo superado. no constituye eXigencia del derecho a la
·igualdad pues supone una selección arbitrarla del término de
comparación. Ni desde el punto de Vista abstracto puede conuenar~

se por inconstítucional la evolucíón en el criterio de interpretació~

de la legalidad. que constituye. junto con la modificación normall­
va, uno de los instrumentos para la adaptadon del derecho a la
cambiante realidad. ni puede en concreto ímpugnarse eh la
actualidad una modificación condtt<:ente a un críterio ya consoli·
dado.

Cuano.-En su escrito de aleganones la demandante anade que
la sltuacion generada resulta tamblen dl';cnmlOator¡a frente a las
personas afiliadas al sistema de la Segundad SOCIal nacIdo elide
enero de 1967 que pueden compa~lbihzar la pensión de VIUdedad
con cualqUier tipo de rentas. ya provenga del trab3Jl) o de pensIOnes
de vejez o Invalidez. Pero la propia enuncIación del argumento
excluye la POSIbilidad de 'apredar la dlscnmmacion denuilClada.
pues se quiere comparar el tratamlenlO JurídICO de sltua..:;ones
diferentes como son aquellas generadas en dlstlnIOS Slst.::H.as de
prolccclón,. regulados por dlStlDta normatIva y SOmt:l:tlílS a condl~

ClOnes y reqUiSitOS diversificados. La loentidad en el mvel de
proteccion de todos los CIUdadanos podra constHutr algo deseable
desde el punto de- Vista SOCiaL pero cuando las prestacIones derivan
de dlstmtos Sistemas o regímenes. cada, uno con su propIa
QUfm.uva, IW conilltuye UD lDl¡ltraUVOJ~
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FALLO
En atención a -todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE LE,CONFIERE LA CONSTlTU· .
nON DE LA NAnONAL ESPANOLA.

Ha de<idido:
Denegar el amparo solicitado por doña Joaquina ('orento

García.

26363 Sala Segunda. Recurw de amparo número 18511984
SentenCia número 1041N84. de 14 de nOViembre

La Sala Segunda del Tribunal ConstitucIonal. compuesta por
don Jeróntmo Arozamena Sierra. Presidente. y don Francisco
RubIo 1I0rente. don Luis Diez-Picazo y POllce de león. don
franclsco Tomás y Valiente, don Antonío Truyat Serra y don
FranCISCO Pera Verdaguer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL KEY
la sigUiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por 'don Félix Bello
Hernández. representado por el Procurador de los Tribunal.,. don
Juan Carlos Estévez Fernández-Novoa, contra !rentencia de la Sala
de lo Civil de la Audiencia Territorial de Zaragoza de 23 de febrero
de 1984 dictada en apelación de la de Primera Instancia del
Juzgado. número 4 de zaragoza recalda en procedimiento de
resolUCIón de contrato de arrendamiento urbano. Ha-o comparecido
el Ministerio Fiscal y doña Maria Asunción Butillo Castro.
represent~da por el Procurador de los Tribunales don Luis Pulgaf
~rroyo. Siendo ponente el Magistrado don Francisco Rubio Lloren·
te. quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

Prlmero.~Por«eritode 16 de marzo de 1984. que tuvo entrada
en el Tribuna! Constitucional. procedente del Juzgado de Guardia.
el día. 21 siguiente, don Juan Carlos Estévez fernandez·Novos.
Procurador de los Tribunales. interpone recum de amparo oonsti·
~uclonal en nombre y representacióA de don Féhx Bello Hernandez

. contra sentencia de la Sala de lo Civil de la Aadiencia Territorial
de laragoza de 23 de febrero de 1984. dictada en el recarso de
apelación. interpuesto por don Félix Bello Hernández. contra la
sentencIa de Primera Instancia. recaída en procedimiento de
resolución' de contrato de arrendamiento urbano numero.
1823/1982. del Juzgado de Primera Instancia número 4 de los de
Zaragoza. .

Pide que. tras de<larar la nulidad de la sentencia impugnada. se
reconozca ex.presamente el derecho del recurrente a que le dicte
una nueva resolución en la que se entre a juzgar el fondo de la
cuestlon planteada. Por otroS! solicita la suspensión de la sentencia
Impugnada ya que. por dar lugar a la resolución de un contrato de
arrendamiento de local de negocio. su ejecución produciría un
perjuicio que haria perder su finalidad a la pretensión de amparo.
toda vez que el recurrente tiene instalado en el refendo local una
Industria de chapa y pintura de automóviles que debería cesar en
caso de desahUCIO.

Segundo.-la demanda se fundamenta en los siguient.,. hechos:
1) Doña María Asunción Burillo Castro. propietaria del local

de negocIO que tenía cedido en arrendamiento a don Félix Bello
Hemández. instó ante el Juzgado número 4 de los de Zaragoza la
resolucló~del contrato. La demanda fue estimada por sentencia de
13 de abril de 1983. que de<laró resuelto el contrato de arrenda­
miento.

2) El. arrendatario interpuso recurso de apelación al que
acompano resguardo de guo postal dmgido a la arrendadora como
justdicante del pago de la renta del mes corriente, El Juzgado dictó
prOVIdenCia el 20 de abril de 1983 admitiendo el recurso de
apel~ción en ambos ,efectos; Se alega que el Juzgado entendió
sufiCientemente acreditado el pago de la renta mediante el rettmdo
giro postal. no formulando la parte apelada opoSICIón alguna a la
admisión de la apeIacion. ,

3) Durante el t~e!Dpo que du~ó la tramitaCIón de la apelaCión
ante la Sala de lo ('¡vIl de la AudienCIa Ten'itonar dE> Zaragoza. el
solIcitante de amparo iba aportando mensualmente a la AudienCia
el recibo del giro postal correspondiente a los venClUllentos de las
mensuahdadesdel arrenl1amlcnto. Siendo admllldos normalmente
los correspondientes resguardos por la :\udíencl8 TerrÍlorlaL Cele·
brada la vIsta. la representacIón legal de ta propietanB no formuló
aleganon alguna en cuanto a una posible admisión d~fectuosa del
recurso. m sobre Impago de las mensualidades vencidas a lo largo
de la tranllt~('lón judiCial.

Publiquese esta sentencia en el «Boletín OfiCIal del Estado~.

Dada en Madrid a 12 de noviembre de 1984.-JerÓmmo
Arozamena Sierra.-franclsco RublO Uorente.-luI8 Díez-Pka·
zO.-FranciscoTomás y Valiente.-Antomo Truyol Serra.-Francisco
Pera Verdaguer.-Firmados y rubricados.

4) El 23 de febrero de 1984 la AudienCIa Territorial dictó
sentencia en la que. sin entrar en el fondo de la cuestión debatida.
de<laró mal admitido el recurso de apelación. desestimándolo por
entender no suficientemente acreditado el-pago de las rentas.
Asimismo hIZO constar en el fallo advertencIa expresa al Juez
actuante en instancia de que cumpliese e hiciese cumplir las
formalidad.,. presentas en la admisión de recursos.

. Tercero.-L08 l\indamentos Juridíeol de la demanda son los
sIguIentes: '

1) Se ha capsado una mdefenllón evidente al solicitante de
amparo. vulnerando el principio constitucional recogido en el
articulo 24.1 de la Constitución. ya que la sentencia impugnada no
entró a conocer del fondo del asunto. pese a que el arreadatario
habia venido pagando puntualmente las rentas vencidas. y así
habia sido entendido por el Juzgado de Inltancia. que admitió el
recurso en ambos erectos. "

2) El artículo 148. apartado 2. de la Ley de Arrendamientos
Urbanos exill" para la admisión de los re<Ur!I08 en procedimiento
de desahucio que. al interponerlos. se acredite tener satisfechas las
rentas vencidas con arreglo a lo que se vintere paWtndo a la
iniciación del litigio. o consignarlal en el Juzga<lo o Trtb~nal. Este
pre<epto no hace ninguna relérencía a la Ley de Enjuiciamiento
Civil ni .,.pecifica la rorma en que debe acreditarse el pago de las
rentas. por lo que delllmde del jllZgador de instancia la considera­
ción de 11 queda suficientemente acreditada la Justificación del
pago y. en consecuencia. la admISión o Inadm"lÓn del recurso.

3) En el presente caao resulta evidente que el JlIZgadO de
Primera Instancia consideró sulicientemente acreditado el pago de
la .renta. la única finalidad que persigue la Ley de Arrendamientos
Urbanos .,. la de garantizar a! propietario el cobro de las mensuali­
dades durante la tramitación del procedimiento. exigencia sobrada­
'mente cumplida en ~ presente caoo. ya <lue. de otro modo. la
propletana hubIera ~ercltado el recurso de reposición contra la
providencia del. Juzgado de Primera Instancia por la que se
de<laraba admlltdo el recurso en ambos efe<tos. También la
Audiencia aceptó normalmente los resguardos de giros postales que
demostraban que se estaba al corriente del pago. Finalmente.
encontr~ndo:n05 en WI sistema dt: justicia civilro¡ada, _parece
contradlctono recoger en la 8entencUl causas de desestimaCión que
ni siquiera han sido alegadas por la parta interesada.

Caano.-Por proVIdencIa de 4 de abril de 1984. la SeccIón
Tercera acuerda admitir a trámite la demanda y reclamar de la
Audiencia Territorial de Zaragoza y del Juzgado número 4 de
Primera Instancia de la misma ciudad la remisión de las actúacio­
"'" correspondientes. así como el emplazamiento de las partes.

Quinto.-Por providencia de 4 de abril de 1984. la Sección
Tercera acuerda asimismo abrir la oportuna pIeza de suspensión de
la resolución recurrida concediendo UII plazo de tres días al
recurrente y a! Ministerio Fiocal para que, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 56.2 de la Ley Orgánica de este Tribunal
(LOTe) formulen las alegacion.,. que tengan por conveniente
respecto de la suspel1llón solicitada. El Mimsterlo Fiocal, Invocan­
do el ioteres general intrínseco en el cumplimiento de las sentencias
judiciales. se opone a que le acceda a la suspensión. El recurrente
reitera las razones ya expuestas en apoyo de la misma e indica que
por providencia de 22 de mano de 1984 el Juzgado de 'Primera
InstanCIa ba de<retado ya la eje<uclón de la sentencIa re<urrida.
para la que se concede un plazo de cuatro meses. .

la Sala. por auto de 2 de mayo de 1984. acuerda acceder a la
suspensión solicitada prevía constitución de fianza por importe de
18 mensualidades de alquiler:

SeXlo.-Re<ibidas las actuclon.,. y personada dona María Asun­
Ción BuTillo Castro. representada por el Procurador don LUIS
Pulgar Arroyo. la Sección acuerda. por proVIdenCIa de 23 de mayo
de. 1984. dar vista de las actuacIOnes al Mimsteno Fiscal y a las
partes para que. en el plazo de veinte días. pudieran presentar las
alegaCIOnes que est.tmasen oportunas.,

Septlmo.-El solICitante de amparo. en esCrito de 20 de Jumo de
1984. reproduce los argumentos de su escnto de demanda e mSlste
en ~u pretensión de que se el otorgue el amparo solicitado.

Octavo.-EI Mimsterio Fiscal. en escoto ete 15 de JUniO de 1984.
conSIdera que la madmisión del recurso de apelaCión fue lesnra del
derecho a la tutela JudiCIal que corresponue al recurrente Lo

-,


